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BOLETIN Nº 973‑10 (S).

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "TRATADO ENTRE LA REPUBLICA ARGENTINA SOBRE PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES".

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del "Tratado entre la República de Chile y la República Argentina sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones", suscrito el 2 de agosto de 1991, y sometido a la consideración de la H. Corporación en segundo trámite constitucional después de haber sido aprobado, por unanimidad, en el Senado, tanto en su Sala como en su Comisión de Relaciones Exteriores.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES.

1.‑ Durante la visita oficial que el Presidente de la República, Excmo. señor Patricio Aylwin Azócar, hizo a la República Argentina, entre los días 1, 2 y 3 de agosto de 1991, los Gobiernos de Chile y de Argentina suscribieron once instrumentos internacionales, entre los cuales se encuentra el tratado que os informamos en este acto.

En la Declaración Conjunta Presidencial Chileno‑Argentina que ambos Mandatarios formularon en esa ocasión, se sostiene en el Nº 21 del capítulo III, relativo a los "Avances en una relación creciente de comercio y cooperación", que el Convenio sobre Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones brindará un marco de seguridad jurídica y económica a las inversiones que realicen los nacionales de ambos países, e incentivará inversiones que estimularán el crecimiento económico, constituyendo un paso hacia adelante en el proceso de integración latinoamericana.

2.‑ Efectivamente, en la historia de las relaciones económicas chileno‑argentinas no se ha registrado un flujo de inversiones chilenas en el vecino país tan importante como el actual, por su participación en sociedades empresariales y en el mercado de valores argentino.

Las cifras globales publicadas por la Gerencia División Internacional del Banco Central de Chile, muestran que las inversiones chilenas en Argentina, conforme al capítulo XII del Compendio de Normas de Cambios Internacionales, acumuladas a junio de 1993, al​canzaron un total de US$ 383,6 millones. De esa suma, US$ 26,6 millones corresponden al mercado formal de divisas y US$ 357,1 millones a inversiones por vía del mercado informal de divisas. Los principales sectores productivos donde se han canalizado los recursos han sido estableci​mientos financieros, seguros, bienes inmuebles, servicios, electricidad, gas, transportes y comunicaciones.

Por su parte, el Comité de Inversiones Extranjeras ha autorizado inversiones argentinas en el país, durante el período 1974‑1992, por US$ 108,8 millones, conforme al decreto ley Nº 600, de 1974, orientadas a los sectores productivos de servicios, industria, construcción, agricultura, transporte, almacenamiento, silvicultura, pesca y piscicultura.

3.‑ Pues bien, a partir de la‑. incorporación de Chile al Convenio sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, nuestro país ha impulsado la celebración de tratados bilaterales sobre promoción y protección de las inversiones extranjeras, tales como los suscritos con la República Federal de Alemania, Suiza, Francia, España, Italia, Malasia y la Unión Luxemburguesa, todos ya aprobados por la H. Cámara.

Todos estos tratados imponen a los Gobiernos Contratantes el compromiso fundamental de promover la admisión de las inversiones provenientes desde el exterior y su adecuada protección de  acuerdo a sus respectivas legislaciones nacionales. Sólo las inversiones realizadas en conformidad a dicho régimen gozan de la protección del respectivo tratado.

En esas condiciones, todos estos tratados bilaterales son, en lo sustancial, del mismo contenido normativo, como él que pasamos a reseñar:

II.‑ RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITE.

Este instrumento, del cual adjuntamos una copia, consta de dos documentos principales y dos Notas Reversales complementarias intercambiadas con posterioridad a la firma del Tratado.

Los documentos principales son: el "Tratado entre la República de Chile y la República Argentina sobre Promoción y  Protección Recíproca de Inversiones", redactado en 11 artículos, y su Protocolo, en el que los Plenipotenciarios adoptan disposiciones complementarias de los artículos 3, 4 y 5 del Tratado.

En las Notas Reversales Complementarias del Tratado, los Gobiernos Contratantes han convenido en la modificación de algunas disposiciones del Tratado y su Protocolo, por lo que las declaran parte integrante de dichos instrumentos. Por ello, las Notas deben ser explícitamente incluidas en el acuerdo que esta H. Cámara adoptará acerca del Tratado sometido a su consideración.

E1 Tratado que os informamos define en su artículo 1, en términos análogos a como lo hacen los tratados de su tipo, los conceptos de inversiones, ganancias o rentas, nacionales, sociedades y territorio. E1 principio común es que su alcance se determina conforme con lo que la legislación nacional de las Partes entiende en tales casos.

A1 tenor de las definiciones, se puede señalar, en términos generales, que en este Tratado los Gobiernos Contratantes se comprometen a promover y proteger las inversiones que efectúen personas naturales o jurídicas, chilenas o argentinas, en el otro País, en todo tipo de bienes y de acuerdo con la legislación del país respectivo; en particular sobre bienes muebles e inmuebles y demás derechos reales, como hipotecas y derechos de prenda; acciones, derechos de participación en sociedades y otros tipos de participaciones en sociedades, como también la capitalización de utilidades con derecho a ser transferidas al exterior; las obligaciones o créditos directamente vinculados a una inversión; los derechos de propiedad intelectual y las concesiones otorgadas por entidades de derecho público, incluidas las concesiones de prospección y explotación.

Cabe precisar que las "sociedades" o personas jurídicas inversionistas, constituidas conforme con la legislación de una Parte Contratante y que tengan su sede en el territorio de dicha Parte, podrán ser amparadas en su inversión, independientemente de que su actividad tenga o no fines de lucro.

Por otro lado, quedan excluidas del Tratado las inversiones que efectúen los chilenos o argentinos domiciliados por más de dos años en el territorio del país receptor de la inversión, a menos que prueben que su inversión proviene del extranjero, según la enmienda al Nº 5 del artículo 1, acordada entre los Gobiernos en las Notas Reversales de los días 28 de abril y 13 de julio, de 1992.

En el artículo 2, ambos Gobiernos contraen compromisos para promover, admitir y proteger en su territorio las inversiones que efectúen nacionales o sociedades del otro País, conforme a un trato justo, equitativo y no discriminatorio; especialmente, en este caso, en cuanto a la administración, a la utilización y el uso o el goce de la inversión.

E1 artículo 3, relativo al trato nacional y cláusula de la nación más favorecida, garantiza a los inversionistas un tratamiento igual al que el Estado receptor de su inversión otorga a sus nacionales y no menos favorable que el que conceda a inversionistas de terceros países, excluidas ‑las ventajas acordadas en el marco de una unión aduanera o económica, un mercado común o una zona de libre comercio.

Mediante las Notas Reversales antes señaladas, los Gobiernos resolvieron suprimir, en el inciso primero del Nº 3 del artículo 3, la frase "o a causa de su asociación con tales agrupaciones". Esta modificación otorga al tratamiento de la nación más favorecida el alcance que ordinariamente tiene en este tipo de tratados.

Por su parte, en el Nº 1 del Protocolo anexo al instrumento que os informamos, los Gobiernos dejan constancia de que el tratamiento de la nación más favorecida podrá ser modificado en el futuro si una de las Partes celebra un acuerdo de asociación con una unión aduanera o económica, un mercado común o una zona de Libre Comercio.

Mientras tanto quedan excluidos de dicho tratamiento los privilegios acordados a inversionistas de terceros Estados por inversiones hechas en el marco de un financiamiento concesional u otorgados para evitar la doble imposición o en virtud de otro acuerdo tributario celebrado con terceros países.

E1 artículo 4 regula los efectos que producirán las medidas de expropiación, nacionalización y situaciones extraordinarias que recaigan en las inversiones efectuadas por chilenos en Argentina y argentinos en Chile.

E1 principio es que tales inversiones deben gozar, en el territorio del Estado receptor, de plena protección y seguridad jurídica.

Las medidas de expropiación o nacionalización u otras equivalentes que afecten a estas inversiones deberán fundarse en ley dictada por causas de utilidad pública o de bien común y previo pago al propietario de la inversión expropiada de una indemnización equivalente al valor que su inversión tenía antes de la fecha en que se hizo pública, efectiva o inminente la medida de expropiación o nacionalización.

De esa manera se asegura que la indemnización corresponda al daño efectivamente causado al inversionista, ya que si su monto pudiera determinarse después de conocida la medida que la causa, el cálculo se estaría haciendo respecto de un bien desvalorizado como resultado del conocimiento previo que se ha tenido de la medida. Esta fórmula ya se ha empleado en los convenios celebrados con la República Federal de Alemania, Francia, Bélgica y Malasia.

La indemnización deberá ser, además, efectivamente realizable y libremente transferible y la legalidad de la medida que la causa deberá ser revisable en procedimiento judicial ordinario.

En diferentes convenios ya aprobados por la H. Cámara, como los celebrados con la República Federal de Alemania (artículo 4); con la Confederación Suiza (artículo 6) y Francia (artículo 5), se contempla el bien común como causal de expropiación o nacionalización, lo que no corresponde estrictamente a la causal de "utilidad pública o de interés nacional" que autoriza el inciso tercero del Nº 24 del artículo 19 de nuestra Constitución Política.

En los casos ya señalados hemos sostenido que dichas causales podrían entenderse implícitas dentro de una concepción amplia de bien común, entendiendo éste como el conjunto de condiciones espirituales, culturales y materiales necesarios para el desarrollo de la sociedad, del Estado o de la comunidad internacional.

Los Gobiernos Contratantes declaran en el Nº 2) del Protocolo anexo al Tratado, que el bien común comprende las causales previstas en sus respectivos ordenamientos jurídicos vigentes.

E1 artículo 5, garantiza a los inversionistas chilenos y argentinos la libre transferen​cia de los pagos relacionados con su inversión, en particular del capital y de las sumas adicionales para el mantenimiento o ampliación de la inversión de capital; de las ganancias o rentas: de la amortización de los préstamos directamente vinculados a la inversión: del producto de la venta o liquidación total o parcial de la inversión, y de las indemnizaciones por causa de expropiación o de nacionalización.

La transferencia deberá efectuarse sin demora, en moneda de libre convertibilidad y a la cotización más favorable vigente en cada caso.

Se considera sin demora la realizada dentro de los plazos normalmente necesarios para cumplir con las formalidades, el que no podrá exceder de dos meses, a partir de la entrega de la solicitud correspondiente debidamente presentada.

No obstante, en el Nº 3 del Protocolo anexo al Tratado se precisa que Chile garantizará el derecho de repatriación del capital invertido por inversionistas argentinos, después  de transcurridos tres años desde su internación, previsto en el decreto ley Nº 600, de 1974.

En las Notas Reversales fechadas los días 28 de abril y 13 de julio de 1993, los Gobiernos convienen en reemplazar el plazo de tres años por una referencia genérica a los plazos establecidos en el decreto ley Nº 600, de 1974, y en los capítulos XIV y XIX del Compendio de Normas sobre Cambios Internacionales del Banco Central de Chile.

Vuestra Comisión ha coincidido con la opinión de la Comisión de Relaciones Exteriores del H. Senado en cuanto a que el propósito de dichas Notas es sustitutivo de la norma modificada y no aditivo como lo sugiere el verbo "agregar" empleado en el texto de las Notas.

Conforme a las modificaciones que la ley Nº 19.207 introdujo al decreto ley Nº 600, de 1974, el plazo mínimo de permanencia del capital extranjero en el país es de un año, el que debiera entenderse incorporado al régimen del Tratado en informe.

E1 artículo 6 reconoce a las Partes Contratantes el derecho de subrogación por los pagos que hubiera efectuado a sus nacionales en virtud de una garantía que ella o sus instituciones hayan otorgado al inversionista para cubrirlo en el territorio del país receptor de la inversión de riesgos no comerciales.

E1 artículo 7 otorga a los inversionistas el derecho a que su inversión se rija por la normativa más favorable, actual o futura, que le fuere aplicable en virtud de la reglamentación general o especial que el ordenamiento jurídico interno 0 internacional establezca en beneficio de la inversión.

E1 artículo 8 dispone que este Tratado se aplicará a las inversiones que se realicen a partir de su vigencia y también a las anteriores que según la legislación de la Parte respectiva estuvieren registradas como inversión extranjera. Sin embargo, no se aplicará a las controversias o reclamaciones surgidas o resueltas previamente a su entrada en vigor, o relacionadas con hechos acaecidos antes de su vigencia.

Los artículos 9 y 10 regulan la solución de controversias que pueden surgir entre las Partes Contratantes sobre la interpretación o aplicación del Tratado o entre una Parte y un inversionista a propósito de su inversión. En ambos casos se recurrirá, en primer término, a la solución amigable, lo que supone negociaciones directas entre las Partes involucradas.

Si la divergencia no es dirimida en tal forma, se podrá recurrir unilateralmente a un tribunal arbitral ad‑hoc, en el caso de la controversia entre los Gobiernos sobre la aplicación o interpretación del tratado, o a los tribunales competentes de la Parte Contratante receptora de la inversión o bien al arbitraje internacional tratándose de divergencias entre el Gobierno y el inversionista.

La composición del tribunal arbitral ad‑hoc, la forma de integrarlo, la obligatoriedad de su decisión y su financiamiento son regulados en términos semejantes a los que se emplean en este tipo de tratados, lo mismo que el recurso al Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, cuyo convenio constitutivo ya ha sido aprobado por la H. Cámara y que rige en el país como ley de la República, según  decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 1.304, de  1992.

E1 artículo 11 establece las normas sobre vigencia, duración y terminación del Tratado en términos igualmente semejantes a los tratados de su tipo. Según ellas, este instrumento y su Protocolo complementario, regirán por un período de diez años y se prolongará después por tiempo indefinido, a menos que fuera denunciado por escrito, con doce meses antes de su expiración.

Conforme al Nº 3 del artículo 11, el Tratado seguirá siendo plenamente aplicable aún en los casos del artículo 63 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados; esto es, incluso en el caso en que se produjere ruptura de relaciones diplomáticas o consulares entre las Partes.

Finalmente, en caso que se produzca la terminación del Tratado, sus disposiciones seguirán rigiendo durante los quince años subsiguientes a la fecha de su terminación.

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

En el seno de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana hubo consenso en compartir los propósitos que los Gobiernos declaran en el preámbulo del Tratado, en cuanto a que mediante este instrumento se pueden crear condiciones favorables para las inversiones de chilenos y argentinos que impliquen transferencias de capitales al territorio del otro Estado, cuya promoción y protección puede, además, servir para estimular la iniciativa económica privada e incrementar el bienestar de ambos pueblos.

Por lo expuesto en este informe, y por las consideraciones que podrá agregar el señor Diputado Informante, vuestra Comisión decidió, por unanimidad, proponer a la H. Cámara lo siguiente:

1.‑ Que apruebe el Tratado entre Chile y Argentina sobre Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones, su Protocolo anexo y sus Notas Complementarias, y

2.‑ Que para tal efecto adopte el proyecto de acuerdo correspondiente, en los mismos términos en que lo hizo el H. Senado.

3.‑ E1 texto del artículo que os propone vuestra Comisión es el siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébase el Tratado entre la República de Chile y la República Argentina sobre "Promoción y Protección Recíproca de Inversiones" y su Protocolo Anexo, ambos suscritos en Buenos Aires el 2 de agosto de 1991, y sus Notas Complementarias de fechas 28 de abril y 13 de julio, ambas de 1992.".

4.‑ Esta iniciativa no contiene disposiciones que merezcan las menciones de los Nºs 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento.

5.‑ Vuestra Comisión designó Diputado Informante, por unanimidad, al señor Diputado don JAIME ROCHA MANRIQUE.

Acordado en sesión del 14 de julio de 1993, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Mekis Martínez, don Federico; Ribera Neumann, don Teodoro; Rocha Manrique, don Jaime, y Rojos Astorga, don Julio.

SALA DE LA COMISION, a 6 de agosto de 1993.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

